
 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
SALA CIVIL 

 
Medellín, diez (10) de febrero de dos mil veintidós (2.022) 
RADICADO: 05001 31 03 004 2018 00499 02 
Magistrado Ponente: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Asunto: Apelación de auto. 
Proceso: Declarativo.  
Auto: 014 
Demandantes:  GLOBAL INVERSORES AMÉRICA S.A.S. y otros. 
Demandados: ALBA MYRIAM CUARTAS GARZÓN y otros. 
Extracto: La medida cautelar dispuesta por el a quo resulta adecuada dada 

la naturaleza declarativa del asunto. Confirma. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se resuelve la apelación interpuesta por la parte demandante, contra 

el auto calendado el quince (15) de septiembre de dos mil veintiuno 

(2.021), dimanado del JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ORALIDAD de Medellín, previos: 

 

 

  ANTECEDENTES 

 

 

En las presentes se pretende la declaración de la nulidad absoluta de 

los negocios jurídicos que refieren a las ventas de los inmuebles 

identificados con Matrícula Inmobiliarias (M.I.) 01N–5367644; 001-

1117283; 001-1117558; 001-1117744; 001-1048762; 001-1049036; 

001-953583; 001-932695; 012-67998; 012-67999; 012-68000 y 012-

68001, por lo que ab initio se deprecó como medida cautelar la 



05001 31 03 004 2018 00499 02   2 

inscripción de la demanda, la que fue ordenada en el auto del 10 de 

diciembre de 2.0181. 

 

Posteriormente la parte actora solicitó el decreto de medida cautelar 

innominada, consistente en el nombramiento de un auxiliar de la 

justicia para que tome posesión de unos bienes en específico (los M.I. 

012-67998; 012-67999; 012-68000 y 012-68001), alegando la 

protección de los mismos, pues basándose en fotografías, explicó que 

tales predios están abandonados, por lo que están siendo saqueados 

y destruidos. Tal solicitud fue negada en providencia del 2 de 

septiembre de 2.0212. 

 

Seguidamente la actora pidió el secuestro de los mismos cuatro (4) 

inmuebles, pedido que también se le despachó desfavorablemente en 

la decisión hoy recurrida, aduciéndose que esa cautela está prevista 

cuando existe un derecho cierto, lo que aquí se concretaría en el 

evento de prosperar las pretensiones, mientras tanto ello es 

improcedente3. 

 

Frente al anterior auto, la parte actora presentó reposición y en subsidio 

apelación, arguyendo que se erró en el análisis de su solicitud, pues la 

actual codificación procesal le brinda al Juez parámetros más extensos 

para decretar medidas cautelares, debiéndose asumir un papel activo 

de cara a la materialización de las pretensiones. 

 

Agregó que existe legitimación en lo pedido, además la medida resulta 

necesaria dado el estado actual de los bienes, pues iteró que están 

abandonados y a disposición de personas inescrupulosas, de ahí que 

                                                 
1 Folios 269-292; 293 y 297 archivo denominado “02.cuaderno2.pdf”. Expediente digital. 
2 Archivos “19. Solicitud medida cautelar.pdf”, y “30. 2018-00499 niega medida 

innominada”. ídem. 
3 “31.2018-00499 se solicita decretar secuestro” y “35. 2018-00499 niega medida 

catuelar”. (Sic). 
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el propósito es prevenir su pérdida y garantizar el cumplimiento de una 

obligación. Por lo mismo, deprecó revocar lo decidido y en su lugar 

acceder al decreto de la cautela. 

 

En el traslado el curador ad litem de los codemandados CARLOS 

ARTURO GONZÁLEZ ACEVEDO y YOHNATAN CORTÉS GARCÉS, 

se opuso a la prosperidad del recurso señalando que ya hay unas 

cautelas decretadas, y que la negación de otras es por el 

incumplimiento de los presupuestos necesarios, sumado a que lo 

pretendido desconoce la buena fe los actuales propietarios. Solicitó 

mantener la decisión. 

 

El 2 de diciembre pasado el a quo resolvió no reponer, para lo que 

después de recapitular sobre lo actuado, sostuvo que ya existen unas 

medidas dispuestas, específicamente la inscripción de la demanda en 

los términos del literal b) del artículo 590.1 del C. G. del P., por lo que 

la solicitud del demandante es improcedente, y como se indicó en la 

providencia del 2 de septiembre de 2.021, no se cumple el  requisito de 

proporcionalidad, pues acceder a lo pedido sería tanto como despojar 

del uso y goce a quien aparece como propietario, elementos inherentes 

al derecho de dominio, lo que conllevaría a generar un daño intenso. 

Subsidiariamente concedió el recurso de apelación. 

 

De tal manera, por tratarse de auto apelable según lo normado por el 

artículo 321.8 del C. G. del P., se procede a resolver la alzada, tal como 

lo prevé el artículo 326 ibídem, previas:  

 

 

CONSIDERACIONES 
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El recurso de apelación busca que el Superior estudie el asunto 

decidido en primera instancia, con el fin de revocarlo o reformarlo, 

sentido en el cual se dirigirá el siguiente análisis, ello dentro del 

principio de la limitación que impone el artículo 328 del C. G. del P.. 

 

Las medidas cautelares tienen como fin asegurar, conservar o anticipar 

la efectividad de los derechos que puedan llegar a reconocerse en una 

decisión judicial, o como lo dijo la Sala Civil de la Corte Suprema: 

 

“El fin principal de las medidas cautelares es garantizar la efectiva ejecución 
de la providencia impidiendo que el perjuicio ocasionado al derecho 
sustancial se haga menos gravoso, o que no haya manera de cumplir la 
obligación que declare la sentencia por desaparecer o disminuir los bienes 

que fueron parte del patrimonio del deudor.” (SC5680-2018).4 
 

Concretamente, en los procesos declarativos, el artículo 590 del C. G. 

del P., contempla principalmente la “inscripción de la demanda”, 

cautela dispensada en las presentes relación a los bienes con M.I.  

01N–5367644; 001-1117283; 001-1117558; 001-1117744; 001-

1048762; 001-1049036; 001-953583; 001-932695; 012-67998; 012-

67999; 012-68000 y 012-68001.  

 

La medida cautelar innominada que hoy se pide, nombramiento de un 

auxiliar de la justicia para que tome posesión de los inmuebles 

identificados con M.I. 012-67998; 012-67999; 012-68000 y 012-68001), 

fue en los siguientes términos:  

 

“… decretar la medida cautelar que considere pertinente 
acompañada del nombramiento de un Auxiliar de la Justicia que 
entre en posesión del bien mientras se decide la litis que nos 
ocupa. …” 

 

                                                 
4 Igualmente, sobre medidas cautelares, la Corte Constitucional en sentencia T-206/17, dijo: 

“… éstas se fundamentan en la necesidad de prevenir las contingencias que puedan 

sobrevenir sobre las personas o los bienes, de manera que se pueda asegurar la ejecución 

del fallo correspondiente”. 
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Entonces, lo que pretende el demandante es que se decrete medida 

cautelar innominada, consistente en la designación de auxiliar de la 

justicia para que guarde los inmuebles respecto a los cuales ya se ha 

dispensado inscripción de la demanda, precisamente los identificados 

con M.I. 012-67998; 012-67999; 012-68000 y 012-68001, lo cual fue 

pedido específicamente para que “entre en posesión”.  

 

Tal expresión, entrar en posesión, develando lo que se solicita, en el 

caso en estudio se refiere a la figura del secuestro, entendido este 

como; “… el depósito de una cosa que se disputan dos o más 

individuos, en manos de otro que debe restituir al que obtenga una 

decisión a su favor.” (artículo 2273 C.C.), alegándose que es con el fin 

de evitar la destrucción de los bienes; y es que el secuestre tiene 

similares deberes a los del mandatario (artículo 2279 C.C.), entre los 

que están, conservar la cosa, tal como se desprende del artículo 2158 

del C.C.. 

 

Entonces lo que se está pidiendo y es objeto de recurso, es que se 

realice el secuestro de inmuebles, figura esta que de cara al caso 

presenta dos obstáculos para su procedencia: el primero, que del literal 

a) numeral 1º del mentado artículo 590, el secuestro solo procede 

cuando la sentencia de primera instancia es favorable al demandante; 

y, segundo, tratándose de inmuebles, como es el caso que nos ocupa, 

el secuestro únicamente es  viable si previamente se ha embargado el 

bien5.  

 

El embargo que no puede ser asimilado a la inscripción de la demanda, 

en la medida que una y otra son instituciones diferentes, pues aquel 

saca el bien del comercio (artículo 1521 C.C.), mientras que la 

inscripción de la acción genera que “quien adquiere un bien sujeto a 

                                                 
5 El artículo 601 del C. G. del P:, en su parte pertinente, indica: “El secuestro de bienes 

sujetos a registro sólo se practicará una vez se haya inscrito el embargo.” 
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registro con posterioridad a la adopción de esta medida cautelar, queda 

sujeto a los efectos de la sentencia que se dicte en el respectivo 

proceso” (Corte Constitucional, sentencia T 047 de 2005), como 

también lo expresa el artículo 591.2 del C. G. del P.; aunado que tienen 

reglamentación propia para cada una de esas instituciones, para lo que 

basta contrastar los artículos 591 al 593.1 del mencionado Estatuto 

Procesal.  

 

Entonces si lo que realmente quiere el actor es el secuestro de algunos 

inmuebles, del artículo 601 del C. G. del P. ello solo procede una vez 

se haya inscrito el embargo, lo que aquí no es factible dado que en el 

asunto debatido por expresa disposición legal, solo es permitida la 

inscripción de la demanda.  

 

Para la Sala la medida innominada que se pide no es tal, pues como 

se ha develado, contrario a lo solicitado, la misma tiene nombre, y el 

mismo es secuestro, argumentos estos suficientes para despachar 

negativamente la alzada.  

 

Refuerza la anterior idea que según el inciso 2º del literal a) numeral 1º 

del artículo 590 procesal, “Si la sentencia de primera instancia es 

favorable al demandante, a petición de este el juez ordenará el 

secuestro de los bienes objeto del proceso.”, supuesto este que impide 

la medida, pues sería menester esperar hasta que exista decisión de 

fondo en primera instancia, en la que salgan avante las pretensiones 

del demandante.   

 

En esos términos, no resulta desproporcionado indicar que conforme 

el numeral 1º del artículo 590 del C. G. del P., estando frente a un 

proceso declarativo en el que se discuta el dominio u otro derecho real 

principal sobre bienes sujetos a registro, la inscripción de la demanda 
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es la medida cautelar que procede con antelación a que se profiera 

sentencia estimatoria de las pretensiones de la demanda.  

 

Finalmente, no debe perderse el norte que el derecho reclamado aún 

está en discusión, por lo que la medida procedente desde lo normativo 

es la que se dispensó, esto es, la inscripción de la demanda, lo que 

debe encontrar armonía con el respeto al derecho de dominio, que a 

propósito, tiene unas atribuciones que le son inherentes, tal como se 

deriva del artículo 669 del C.C.  

 

En conclusión, la decisión cuestionada se confirmará. En cuanto a 

costas, de conformidad con el artículo 365.1 del C. G. del P. serán a 

cargo de la parte demandante. 

 

Por lo expuesto el Tribunal Superior de Medellín; 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO:  CONFIRMAR el auto del quince (15) de septiembre de 

dos mil veintiuno (2.021), proferido por el JUZGADO 

CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD de 

Medellín, según lo motivado.  

 

SEGUNDO: Se CONDENA en COSTAS por la presente actuación a 

la parte demandante, fijándose como agencias en 

derecho en favor de los codemandados CARLOS 

ARTURO GONZÁLEZ ACEVEDO y YOHNATAN 

CORTÉS GARCÉS, el equivalente a medio (0.5) salario 

mínimo legal mensual vigente. 
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TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, vuelva el expediente 

digital al Despacho de origen. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


